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La historia del derecho prevencionista tiene orígenes ciertamente remotos, si
bien sus antecedentes histórico-legislativos son un poco más recientes. Ya en la
antigua Grecia se comenzó a mostrar un cierto interés por la materia aunque
más constreñido al ámbito de la sanidad laboral que a la prevención de acciden-
tes y desarrollado más en forma de estudios científicos, especialmehte en el
cuanto a temas relacionados con la metalurgia y la minería, que en el campo
jurídico positivol (el propio Aristóteles se refería a la medicina política, es decir,
social). En Roma también encontramos atisbos de legislación prevencionisra,
sin constituir un conjunto homogéneo de normas sobre Ia materia, si bien más
avanzado que el de los griegos2. Destaca LLUIS Y NAVAS que la aportación
esencial de esta época es la positivación de la protección frente a la religiosidad
que envolvía la prevención anteriormente.
Una evolución de siglos nos ha llevado a que en el actual Estado social en el
que nos hallamos inmersos se tienda a asegurar a los trabajadores medios sufi-
cientes para prevenir los riesgos originados en ocasión o como consecuencia de
sus tareas peculiares, y que así en la medida de lo posible, no sean víctimas de
accidentes evitables. Se convierte así el empresario en un deudor de seguridad
para con el trabajador (siempre dentro del ámbito de nuestro estudio3 ): por ello
tiene éste obligacióna de emplear todos los medios posibles de seguridad en
beneficio de sus trabajadores (SSTS Sala 4" de 20 de mayo de 197 0 y de 21 de
febrero de 1979 con escrupulosa observancia de las medidas preventivas (STS
Sala 4" de 6 de noviembre de 197 6). Tendencia que se ve rcforzadapor el empe-
ño de la UE por proteger cualificadamente los derechos de los trabajadores. Así,
1 LLUIS Y NAVAS. La Responsabilidad Laboral, Penal y Ciuil por Faba fu Adnpción d¿ Medida¡ de
Preaención de Accidentes de Ilabajo. Ed. BOSCH. Barcelona 1969. pág. 9L
2 Ibíde-. Pág93.
I l,tONTOyA MELGAR. Manual de Derecl¡o del trabajo.Madrid 1996.pág.402
a La obligación comprende la de dar todas las instrucciones precisas pertinentes en evitación del
riesgo de accidentes, sin que exonere de responsabilidad al empresario la simple advertencia al
trabaiador de que tenga cuidado o no trabaje cuando aprecie la presencia de una condición
insegura (STS Sala 6 de 29 de enero de l97l).
La obligación del empresario consiste no sólo en disponer de las medidas de seguridad, sino en
exigir su cumplimiento y uso e impedir la costumbre conuaria (STS Sala 2^ de 4 de julio de
197 3) de ma¡era coactiva e imperativa (STS Sala 2" de 9 de mayo de 1977) pues la a impruden-
cia profesional del accidentado no exonera de la responsabilidad ordinaria del empresario y su
asegurador por el accidente
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en el Thatado de la comunidad Económica Europea, es en su Art. 117 donde
encontramos la principal consideración en cuanto a norma armonizadora espe-
cífica de la política social del que saldrán las medidas armonizadoras que corres-
pondan, si bien tal precepto no prevé instrumentos concretos para ello, por lo
que no se habrá de entenderlos limitados en cuanto a su uso, por su contenido,
bien sean Recomendaciones, Directivas o Reglamentos. El Art. 11g hace refe-
rencia ala acciín de promover una colabo nción,lo más estrecha posible, de los
estados miembros, según los objetivos sociales del tratado, en materias como la
protección contra los accidentes de trabajo, las enfermedades profesionales y la
higiene en el trabajo, estipulando para ello instrumentos tales como los estu-
dios, dictámenes y la otganización de consultas. poniendo en contacto ambos
artículos, hay que decir que el 118 se sitúa en la mera coordinación de acciones
entre los estados que serán promovidas comunitariamente mediante actos no
obligatorios y el 117 se centra en la aproximación de las legislaciones para
adecuarlas a los principios comunitarios y para evitar las discrepancias que los
hicieron importantes': pero no impone la obligación de utilizar instrumentos
plenamente obligatoriosí . La fuma del Acta únicaEuropea, con la incorpora-
ción de los arts. 100 A, 100 B, 118 A y 118 B al tatado supuso un paso
adelante en la tendencia que estudiamos. principalmente el art. 11g A, que
recalca el obietivo de la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores
De entre las medidas de seguridad en el trabajo, especial relevancia tiene la
obligación de prevención de riesgos. GoNZÁtEz LABRADA estima que la
obligación de prevención, aunque tenga un carácter abierto, no significa que
sea imprecisa en su contenido o {alta de criterios para su delimitación, ni siquie-
ra que la diligencia forme parte del contenido de la obligación, pues ésta última
constituye un parámetro de medida de la responsabilidad en la vertiente de ]a
ejecución de la obligación, porque la LPRLT configura la acciín preventiva a
5 UAntÍNnZ MENDOZA. "El proceso de armonización de la seguridad e higiene en el traba-
jo en los tratados de la comunidad Económica Europea". Relacione¡ Laboralet, 1996. pág.96.
6 Corno sería el Art.22O, referido a los convenios o acuerdos negociados.
7 Corno apunta PÁMMO MONTERO ("Estudio sobre la responsabilidad empresarial en la
Ley de prevención de riesgos laborales". Relacione¡ Laborales, 1996.Pág l2),las novedades más
importantes que establece la LPRL son:
1) la consagración del derecho del trabajador a la seguridad e higiene en el trabajo y el correla-
tivo deber del empresario de garantizar aquellas condiciones
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través de unos principios generales de prevención que son transposición literal
de la Directiva Marco, de ahí que el contenido de la obligación sea siempre
evitar o disminuir los riesgos, rcforzado por el deber de garurrte del ernpresario
sobre salud y seguridad de los trabajadores, y modulado por los siguientes prin-
cipios8:
1) EVITAR RIESGOS. El empresario debe proceder a identificar los riesgos
potenciales que pudiesen derivarse tanto de la producción o utilización de pro-
ductos, herramientas etc. como los derivados del acondicionamiento de los puestos
de trabajo o los propios de la organización de la empresa o centro de trabajo.
Unavez identificados riesgos o peligros procederá bien a evitarlos (Art. 15.1
letru a LPRL), a combatirlos en la fuente u origen (Art. 15.1 c) o a sustituirlos
por aquello que entrañe poco o ningún peligro (Art. 15.1 0.
2) EVATUAR LOS RIESGOS. Cuando no se pueden evitar los riesgos o
cuando la sustitución de Io peligroso entrañe algún riesgo, se establece la obli-
gación de evaluar los riesgos parala seguridad y salud de las trabajadores (Art.
15.1b), abarcando dicha evaluación entre otras la elección de las sustancias o
preparados químicos, el acondicionamiento de los lugares y equipos de trabajo
y la determinación de los riesgos relativos a los grupos de trabajadores con
riesgos especiales (Art. 16.1).
la traducción de la responsabilidad del empresario en un cuadro de infracciones y sanciones
tipificadas en los Arts. 45 y ss, ampliándose el número de sanciones y la ctantíay naturaleza
de las sanciones económicas o de cautela que anteriormeflre se establecían en la LISOS,
variándose también elplazo de prescripción de las sanciones en el orden de la seguridad e
higiene en el rabajo.
se regula con mayor detalle la responsabilidad imputable al empresario cuando en un mis-
mo centro de trabajo operan varias empresas o se realiza una conrrata de obras o servicios,
estableciéndose la obligación de colaboración y coordinación ente ellas en materia de forma-
ción y de protección en materia de riesgos y seguridad en el trabajo.
se regulan con detalle las obligaciones que en materia de seguridad, prevención, formación
y vigilancia de la salud corresponden a las empresas en los casos de relaciones de trabajo
temporales, de duración determinada y en empresas de trabajo temporal, transponiendo la
Directiva )83191 de 25 de junio de 1991, relativas a las medidas tendenres a promover la
mejora de la seguridad y la salud en el trabajo de los mabajadores con una relación laboral de
duración determinada o de empresas de trabaio temporal.
se establecen una serie de obligaciones y deberes que deben cumplir los fabricantes,
importadores y suministradores de máquinas, útiles de uabajo, productos y substancias
químicas y equipos de protección individual en cuanto a información, instrucciones de ma-





3) COMBATIR LOS NESGOS EN SU ORIGEN.
4) ADAPTAR EL TRABAJO A LA PERSONA. Se trata de un principio
que, junto con el principio de tener en cuenta la evolución de la técnica, dota a
la obligación de seguridad de una total dinamicidad porque el empresario debe
velar porque se adopten estas medidas a fin de tener en cuenta el cambio en las
circunstancias y atender ala mejora de las existentes. La adaptacrín del trabajo
a la persona (Art. 15.1d) se logra a través de la ergonomía: esto es, la concep-
ción de los puestos de trabajo, así como la elección de los equipos de trabajo;
pero también abre una puerta a la consideración de las condiciones no materia-
les de seguridad que afectan a la salud de los uabajadores: "los métodos de
trabajo y de producción con miras a atenuar el trabajo monótono y repetitivo y
a reducir los efectos de los mismos en la salud"; dicha adaptación obliga a tomar
en consideración las aptitudes profesionales del trabajador en materia de segu-
ridad e higiene (Art. 11.2). Por otro lado, ese carácter activo y móvil se comple-
ta con la obligación de tener en cuenta la evolución de la técnica (Art. 15. 1e),
que actualiza en todo momento la protección individual o colectiva.
i) susTrTUrR Lo pEl,rcRoso poR Lo QUE ENTRAÑA POCO O
NINGÚN PELIGRO.
6) PLANIFICAR LA PREVENCIÓN Y PROTECCIÓN CONTRA LOS
RIESGOS PROFESIONALES. La existencia de riesgos profesionales exige Ia
adopción de cuantas medidas de prevención sean necesarias co el fin de evitados
o reducirlos para proteger a los traba)adores (Arts 4.1' y 4.2")
7) ANTEPONER LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN COLECTIVA A LA
INDIVIDUAL. La LPRL, como ya hiciera la Directiva Marco, traza'ür,aopción
preferente por las medidas de protección colectiva frente a las individuales (Art.
1r.1 h). Esta preferencia muestra cómo las medidas de protección individual
representan el escalón más bajo en la jerarquía de los principios y se conectan
6) finalmente se regula la compatibilidad de la responsabilidad administrativa con la civil, la
relación de aquella con Ia penal y con el recargo de prestaciones de la Seguridad Social y Ia
relación, a efectos del citado recargo, entre los distintos ó¡denes jurisdiccionales laboral y
contencioso administrativo, así como las posibles limitaciones para contrarar con la admi-
nisración para las empresas que cometan infracciones administrativas muy graves o delitos
en el ámbito de la seguridad e higiene en el trabajo, remitiéndose alaLey 13lI99t de 18 de
mayo de Contratos con las Adminisuaciones Públicas.
8 CONZÁLEZ LABRADA . "LaLey de prevención de riesgos laborales y la obligación contrac-
tual de seguridad e higiene: significado y contenido". Aaualidad Laboral 1996-1. Pág 185.
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con otro: "dar las debidas instrucciones a los trabajadores" (Art.15.1 y). Sólo en
la medida en que los riesgos no puedan ser neutralizados por medios que garan-
ticen la seguridad colectiva, deberá acudirse a la protección individual, en cuyo
caso se conecta con la obligación de adoptar las medidas adecuadas de informa-
ción (Art. 1 5 .3), de formación (L5 .2), pero también de evaluación de la elección
de equipos individuales de trabajo (Art. 16.1).
8) DAR LAS DEBIDAS INSTRUCCIONES A LOS TRABAJADOBJS.
De los incumplimientos por parte del empresario en esta materia pueden
derivarse responsabilidades de tipo civil, administrativo y penal, además de una
peculiar: el recargo de las prestaciones por accidente de trabajo o enfermedad
profesional. La relación entre los tres tipos de sanciones es complicado y preten-
demos definir en qué consiste cada uno y, someramente, cómo ser articulan en
la legislación de cara a ser aplicados en la prácticacuando tiene lugar un incum-
plimiento de sus deberes por parte del empresario.
El principio non üis in íderne impide que cuando exista identidad de sujeto,
hecho y fundamento (STC 211981de 30 de enerolo ) en un incumplimiento éste
pueda ser sancionado más de una vez, acumulándose sanciones penales y admi-
nistrativasll o éstas últimas entre sí. La responsabilidad civil sí va a se! en
cambio, compatible con cualquiera de ellas.
La elaboración del principio es una obra jurisprudencial penal anterior a la
Constitución; ésta ha supuesto, como cambio importante, una elevación de su
rango, pues aún cuando este principio no aparece expresamente en aquella, la
doctrina del Thibunal Constitucional lo ha considerado formando parte de las
galautías del Art. 25 CE y aplicable también al ejercicio de la potestad sancio-
nadora administrativa (STC 2ll98l, citada anteriormente), sin dejar de ser un
e ¡¡ qUrnarf. il Principio non bis in ídem. Madrid 1992.
10 Doctrina reiterada por las más recientes SSTS de 10 de diciembre de 1991 y de 3 de octubre
de t993.
11 El ,rt. 3 det R.D.L. l|2OOO sobre infracciones y sanciones en el orden social, conocida como
USOS, haciendo referencia a la concurrencia con el orden jurisdiccional penáI, impone la abs-
tención de Ia administración laboral de continuar con el expediente sancionador en los supues-
tos que las infracciones puedan ser constitutivas de delito hasta sentencia firme que ponga fin al
procedimiento penal. Sólo se puede continuar con él en el caso de que ésta sea desestimatoria,
vinculando a la administración los hechos considerados probados por tal resolución.
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principio rector caraalaprotección individualizadar2 ,pero configurándose tam-
bién como un derecho del sancionado, de caráctet fundamental y, por tanto,
tutelable también através del recurso de amparo. Sin embargo, la interdicción
de la dualidad de sanciones por los mismos hechos entra en juego cuando esa
dualidad de sanciones sea función de los mismos intereses protegidos; pero una
misma realidad fácticapuede ofrecer aspectos jurídicos diferentes que permitan
la condena penal en cuanto a los actos constitutivos de delito o fakay la posibi-
lidad de sanciones administrativas con objetos específicos diferentes: no hay
lugar para una visión simplista del principio desde el punto de vista
exculpatoriolr. El tema de la compatibilidad de responsabilidades ha sido siem-
pre espinoso en nuestro Derecho, pero gracias alaLey de prevención de riesgos
laborales (311199, de 8 de noviembre, publicada en el BOE del 10 de noviem-
bre y entrando en vigor en virtud de su Disposición Adicional segunda tres
meses después, el 11 de febrero de 1996), a través de su artículo 42.3o y 4", está
algo más claro qué criterios debe seguirse: parece que en nuestro ordenamiento
jurídico se sigue la doctrina que estableció en su día la STC 94ll9g6que acaba-
mos de comentar. La LPRL se caracteriza también por ser una Ley con una
doble naturaleza,laboral y administrativa. Laboral porque su objeto no es otro
que la promoción de la seguridad y la salud de los trabajadores mediante la
aplicación de medidas y en definitiva la efectividad y garuntíade los trabajado-
res a una protección eftcaz en materia de seguridad e higiene en el lugar de
prestación de trabajora, reconociendo así de modo expreso su pertenencia al
mundo laboral. Pero además en una norma de naturaleza administ rativa, al
proyectarse su ámbito de aplicación (al igual que sus normas de desarrollo)
tanto a las relaciones laborales reguladas por el ET como, sin perjuicio de las
" nOonÍGuEZ PIÑEIRO. "Potestad sancionadora y "non bfu in ídem'-. Relacione¡ Laborale¡.
1990 Tomo II. Pág. 50.
13 noonÍcuEz pIñEIRo. op. cit. pág.5r.
'a eAtOufqUELÓPEZ. "El nuevo marco jurídico de la prevención de riesgos laborales: la
Ley 3Lll995 de 8 de noviembre". Aaualidad Laboral, 1996.1.pág.202.
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lat:rt,..t: :
peculiaridadeslt previstas, a las relaciones administrativas de los funcionarios
públicos y del personal estatutario (Art. 3.1 LPRL). Al amparo de este nuevo
supuesto de "laboralizaci6n" de la función pública y en el ámbito normativo de
la prevención de riesgos laborales, la noción de "tnbaiador" comprende tam-
bién, según se desprende de Io dicho, a los trabajadores públicos y estatutarios,
en tanto que la de empresarios lo hace por su parte con la Administración púbti-
ca16. En cualquier caso, la vía penal es siempre preferente aunque no lo diga
expresamente la Ley, pues podemos deducirlo de las normas administrativas
generales.
El nuevo Código penal ha incidido en la protección de la persona del traba-
jador contra los riesgos laborales (Arts. 316 y 317, además de la posibilidad de
aplicación de otros tipos de delito de riesgo contra la seguridad colectiva de los
Arts. 341, 342 y 343 y los delitos genéricos de homicidio y lesiones junto a los
de aborto por imprudencia y lesiones al feto) en tres direcciones diferentes. En
primer lugar, procurando simplificar y depurar los tipos de delitos ya regulados,
tanto los delitos de riesgo como los de resultados dañosos; de otra parte, au-
mentando las penas por los delitos de riesgo y añadiendo a éstas unas conse-
cuencias accesorias que el juez puede imponer, sin que tales consecuencias ex-
cluyan el régimen de responsabilidad civil derivado del delito; por último, se
han diferenciado con claridad los supuestos del concurso de normas de los del
concurso ideal de delitos, para lo que se determinan con claridad los principios
aplicables en uno y otro casol7.
15 Éstur que anuncia la Ley son:
o Exclusiones o supuesros en que la Ley no se aplicaú para aquellas actividades que Por sus
peculiaridades lo impiden, como policía, aduanas, etc.
o Regulaciones especiales para determinadas actividades administrativas incluídas denro del
ambito de aplicación del la Ley, a las que se atribuye, sin embargo, Ia función de establecer
particularidades a lo dispuesto en la Ley, como los centros penitenciarios, militares, etc.
Finalmente, condiciones de aplicación general de la Ley al resto de las actividades y dependen-
cias administrativas.
16 Ibíd.rrr. PLg.2o3.
17 RMRO LAMÁS. "Responsabilidades penales de la empresa en materia de prevención de
riesgos laborales" . Actualidad Laboral 1996-3. P ág. 692.
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La responsabilidad civil tiene como finalidad social inmediata la rcparución
del daño sufrido por el trabajador cuando el empresario ha incumplido sus obli-
gaciones de seguridad. Está dirigida hacia el sujeto individual víctima del acci-
dente o enfermedad y tiene un carácter indemnizatorio y compensatorio (inter-
viene cuando la integridad del uabapdor ya ha sido menoscabada). Se diferen-
cia por tanto de las administrativas o penales, ya que la sanción y la pena ni
buscan de inmediato proteger al trabajador individual sino a la colectividad, ni
tienen catácter indemnizatorio o reparadorls, sino punitivo frente al incumplidor,
no beneficiando directamente al tabajador que ha sufrido el daño a causa del
accidente. La responsabilidad civil puede nacer de culpa contractual, en cuyo
caso sería competente para conocer la jurisdicción de trabajo y no la civille, por
tanto la Sala 4"; también puede ser de tipo extracontractual, derivada de la
acción aquiliana de los Arts. l9O2 y 1903 CC o derivada de un delito, aunque
los efectos prácticos de esta distinción no sean especialmente relevantes dentro
de nuestro objeto de estudio, pues hay una tendenciahacia un régimen común
que lleva aapreciatlafaltade diferencias sustanciales entre una y otra2o, siendo
la más relevante, fuera de la competencia enjuiciadora,larelativa a los plazos de
prescripción, que varían entre ellas. Una clasificación más útil es en directa
(derivada de actos propios del empresario o de un trabajador a su servicio) y
subsidiaria (derivada de los actos de un tercero). En este aspecto hay una ten-
dencia hacialaobjetivación de la responsabilidad, reflejado en una clara tenden-
cia objetivadora del patrín de conducta exigible al empresario, en la amplitud
con la que se exige tal obligación y por el régimen de uso de las presunciones e
inversión de la carga de la prueba21.
El cuadro legal de responsabilidades se completa con las reglas sobre respon-
sabilidad solidaria del empresario principal22 (que lo hace con el subconrratista.
'8 ANGEL YAGÜEZ. La responsabilidad ciuil.Bilbao 1988.pág.29.
le ALONSO OLEA. "La obligación de empresario de garantizar la salud y la seguridad en el
trabajo". REDT No 49. Pág.97 .
2o REAI PÉREZ. "Comentario a la STS de 22 de febrero de 1991". Cuaderno¡ Cíaitat deJuris-
prudencia ciail. No 30, 1992. Pág. 29L.
21 APARICIO TOVAR. "Sobre la responsabilidad civil del empresario por infracción de las
obligaciones de seguridad y salubridad en el trabajo". Relaciones Laborale¡. 1994Tomo I. Págs.
150 y SS.
22 MoNToYAMELGAR. op. cit.
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Ans. 42.2 y 24.3 LPRL) y sobre responsabilidades en caso de empresas se em-
pleo temporal (Art. 42.3 LPPJ- y Art. 16 y Capítulo quinto de la Ley l4ll994
de Empresas de tabajo Temporal).
El Art. 2(LPRlestablece la responsabilidad cuando entre las empresas afec-
tadas existen vínculos contractuales23; así las obligaciones de seguridad de la
empresa que contrata o subcontrata respecto de los trubajadores de las empre-
sas contratistas o subcontratistas se refuerzan de forma considerable. Para que
ello sea posible el presente Artículo establece que se aplica únicamente a em-
presas que cumplan tres requisitos: a) que contraten o subcontraten con otras
obras o servicios; b) que esos servicios u obras sean de su propia actividad; c) que
Ias empresas contratistas deban desarrollar su trabajo en el centro de trabajo de
la enepresa principal. Por ende de esta última condición, la empresa principal
habú de cumplir las obligaciones que se establecen en el apartado segundo del
mismo Artículo respecto del "titular del centro de trabajo": además de propor-
cionar información e instrucciones (en concordancia con el art. 18.1 de la Ley),
debe vigilar su cumplimiento por parte de los trabajadores contratados, garan-
tizando que gocen de los niveles de seguridad que corresponden al correcto
cumplimiento de la normativa de prevención siempre en cooperación o coordi-
nación entre las empresas. Algunos autores ponen en duda que las obligaciones
establecidas en el presente artículo se limiten a casos de contratas o subcontratas
de la misma actividad24, en concordancia con el desaparecido art. 40 LISOS
23 La STC 18/1981 y la STC l0rll988, ambas curiosamente de 8 de junio, señalaron que los
principios inspiradores del orden penal son de aplicación, con ciertos matices, al derecho admi-
nistrativo sancionador, aceptando plenamente la postura de la responsabilidad objetiva, como
puso de manifiesto la STS de 16 de febrero de 1993 al decir que "supooe tal principio Ia exigen-
cia de individualización de la propia conducta y después la de carácter doloso o culposo de la
conducta infractora. Tales exigencias se oponen a criterios de responsabilidad establecidas en
ruzón de previsiones estrictamente objetivas, basadas a su vez en implícitas presunciones ax /ege
de culpa, que son contrarias al principio de presunción de inocencia..."
La fundamental consecuencia que se deduce de la conceptualizació¡ consiste en que, mientras
en los supuestos de responsabilidad por culpa el perjudicado debe probar el daño, la causa del
daño, el nexo de causalidad entre ambos y la culpa del demandado en la causación de aquél, en
los supuestos de responsabilidad objetiva la carga probatoria del reclamante se limita ala de-
mostración del daño, la causa y el nexo causal, sin ninguna prueba de culpabilidad, correspon-
diendo al demandado Ia carga de demostrar que no fue el causante de los hechos, o cualesquiera
causas de exención de su responsabilidad.
'a GONZAIBZ ORTEGA y APARICIO TOVAR. Cotnentario¡ a la Ley j 1 / 199 5 de preuención de
riesgot laborales. Madrid 1996. Págs. 164 y165.
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(que deroga expresamente la LPRL en su Disposición Derog atoriaúnica), pues
para ellos si la contrata o subcontrata no es de la misma actividad, las obligacio-
nes de la empresa principal no desaparecen, sino que quedan en vigor, aunque
limitadas a las establecidas en el art.24.2, es decir, sólo alca¡zarán alasinstruc-
ciones e información debidas según el Artículo, pero no a la vigilancia del cum-
plimiento por parte de la empresa contratista o subcontratista de sus obligacio-
nes de prevención.
Pararcforzar el cumplimiento de esta obligación de control, elart.42.2 dela
ley, remitiéndose expresamente al art. 24.3, establece la responsabitidad solida-
ria25 entre la empresa principal y la contratante o subcontratante respecto de
las obligaciones en materia de prevención y de seguridad que afecten a los tra-
bajadores de estas últimas ocupados en los cenrros de trabajo de la empresa
principal, y siempre que la infracción de seguridad- se produzca en el centro de
trabajo de ésta. Esta docmina no es nueva en nuestro derecho, pues la recibe la
LPRL del Art. 153 OGSH, que ya la establecía y está de acuerdo con las previ-
siones del Art. 17 del convenio 1 5 5 de la oIT que obliga a la cooperación entre
los empresarios que desarrollen actividades en un mismo cenrro de trabajo.
Mención apante merecen las empresas de trabajo temporal. Respecto a ellas
partimos de la premisa contenida en el Art. 28.1LPRL: éste, trasladando al
ordenamiento interno la Directiva 9U383 CEE de 25 de junio (Art. 2.2), esta-
blece que los trabajadores de estas empresas no pueden tener un nivel de pro-
tección inferior al del resto de los trabajadores. El apartado segundo del al¡,.28,
en concordancia con el 16 de laLey l4ll994 obligan a la empresa usuaria a
dotar al trabapdor de la información necesaria sobre riesgos laborales; pero el
Art. 12.2 de la Ley l4ll994 obliga a la empresa de trabajo temporal a informar
alttabajador de los riesgos a los que va a estar expuesto en el centro de trabajo
de destino en la empresa usuaria, impidiéndola desligarse de la suerre que pue-
dan correr los trabajadores cedidos: ictál de las dos es entonces responsable?
Según GONZÁIEZ ORTEGA y ApARICIO TOVAR, la solución a este dile-
ma, dado lo triangular de la relación y vistas las obligaciones que pesan sobre
ambas partes, es que sea una responsabilidad subsidiaria de la empresa de tra-




bajo temporal respecto a la empresa usuaria26. Thl relación va a venir caracteri-
zadapor la existencia de dos vínculos contractuales, uno de la empresa cedente
con los trabajadores (contrato de trabajo) y otro entre ésta última y la empresa
usuaria (contrato de puesta a disposición)27. Es el reglamento aprobado por Real
decreto 41L99, de 13 de enero por el que se desarrolla laley l4ll994 en sus
arts. 14 y 15 donde se establecen los requisitos de ambos tipos de contratos,
siendo ambos afines en cuanto al hecho de tener que hacer constar los riesgos
profesionales del puesto de trabajo a cubrir, como única exigencia común a la
que quedan obligados en materia de seguridad e higiene. En cualquier caso,
cada uno de estos contratos ya a geterar obligaciones para cada uno de los
empresarios a efectos de nuestra mateia; unas veces con carácter exclusivo para
algunade ellas y otras con carácter compartido pero generalmente recayendo la
mayoúa del peso de la obligación sobre una de ellas, normalmente la usuaria.
La responsabilidad directa y principal de la empresa usuaria está justificada
porque es la que directamente aprovecha la prestación de trabajo y porque es la
que controla el medio en que se presta, y por tanto la encargada de velar por la
seguridad y salud del trabajador. Pero la empresa de trabajo temporal a su vez
se lucta con la puesta a disposición del trabajador a la empresa usuaria y man-
tiene la vinculación con é1, por lo que no est^ al margen de las condiciones en
que el trabajo se presta, y por ello, cabe exigirles responsabilidad, consecuencia
de la relación existente entre ambas empresas, a las que se les impone la activi-
dad de cooperación de que entre ellas haya un flujo de información sobre las
condiciones en que el trabajo se va a prestar.
Una de las obligaciones más importantes en la prevención laboral es la for-
mación del trabajador, recogido en el ámbito comunitario en la directivaSS3 en
su Art. 4o, pero no concreta a qué empresario se debe imponer tal tarea. Es a
nivel interno de los Estados donde se ha de determinar: en España laLey l4l
1994 establece que corresponderá aIa empresa de trabajo temporal el hacerlo,
matizando que se hará específicamente con relación al puesto que vaya a ocupar
en la empresa usuaria, teniendo en cuenta su cualificación, experiencia y los
'n op.cit.Pág.27o.
27 FERNÁNDEZ RAMÍREZ, Maú¡a. "Thatamiento de la seguridad e higiene en la nueva
regulación sobre las empresas de trabajo temp oral" . Reuista española de Derecho del Trabajo (REDT).
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riesgos a qlJe ylya a estar expuesto. Para contribuir a este objetivo, el empresa-
rio cedente deberá destinade un uno por ciento de la masa salaial2s con carác-
ter anual, sin poder el empresario exigir contraprestación alguna, incidiendo así
en el carácter gratuito de la formación.La empresa usuaria tiene, sin embargo,
el deber de información a los trubajadores cedidos por el contrato de puesta a
disposición, recogido en la Directiva 383 y Ia por laLey I4l 1995 en su Art. 1 6,
quedando circunscrito este deber a poner en conocimiento del trabajador el
nivel de cualificación necesitado así como cuales sean los riesgos de su puesto de
trubajo y las medidas de protección y prevención previstas contra los mismos.
La LPRL, en su Capítulo VII y más concretamente en los Arts. 43 a 54, se
centra en el control, las infracciones y las sanciones en el orden de la materia que
nos ocupa, esto es, la prevención de riesgos laborales2e. En consecuencia con ella
se aprobó el Real Decreto 39611996 de uno de marzo por el que se aprueba el
Reglamento sobre el procedimiento para la imposición de sanciones en el orden
social y para la extensión da actas de liquidación de cuotas de la Seguridad
Social (BOE de dos de abril de 1996) que sustituía al anterior reglamento, que
áataba de 7975.
El control, según el Art. 43 LPRL y el Capítulo II del RD 39611996, corres-
ponde a la Inspección de trabajo como actuante de las actividades inspectoras
previas al procedimiento sancionador. Se trata de actividades de contenidos muy
diversos que puede acometer la administración de manera previa auna eventual
incoación de un expediente sancionador, mediante las cuales el órgano o unidad
que tenga atribuidas las funciones de investigaciín averiguación o inspección
de las infracciones administrativas, o la persona u órgano designado al efecto,
intenta proveerse de los datos, indicios, elementos o conocimientos necesarios
en orden a que la autoridad competente para la iniciación del procedimiento
28 Es el Arr. 8 del reglamenrc 41t995 el que determina qué se ha de entender por masa salarial,
diciendo que es el conjunto de retribuciones salariales y extrasalariales devengadas por todos los
trabajadores contratados por la empresa de trabajo temporal para ser cedidos alas empresas
usuarias exceptuando las cotizaciones y prestaciones a la Seguridad Social y ciertas
indemnizaciones.
29 Sie-pre refiriéndonos bajo este epígrafe al orden administ¡ativo, pues el civil se iniciará por
demanda ante los Juzgados ordinarios y la penal por denuncia o querella, segúo ordenan Ia
respectivas Leyes de enjuiciamiento.
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sancioriador cuente con ellos de cara aformat su convicción sobre la proceden-
cia o improcedencia de llevar a cabo dicha incoación3.. Así, el Art. 8 del RD
3961L996 entiende que es actividad inspectora previa al procedimiento sancio-
nador "el conjunto de actuaciones realizadas por la Inspección de Thabajo y
Seguridad Social destinadas a comprobar el cumplimiento de las disposiciones
legales en el orden social, de las que puede derivar la iniciación de un proceso
administrativo sancionador o liquidatorio, la extensión de un requerimiento o
una advertenciapanla corrección de las deficiencias observadas, o de una orden
de paralización de trabajos y, en su caso, la ordenación de medidas de carácter
provisional que fueran necesarias". La actividad inspectora previa lallevará a
cabo el cuerpo de Inspectores de Trabajo, que es comperenre para imponer las
sanciones administrativas pecuniarias o no pecuniarias que estime oporrunas,
además de tener la capacidad procesal de poder ejercitar las acciones civiles y
penales que considere oportunas.
Podemos deci¡ en definitiva y a modo de conclusión, que la responsabilidad
del empresario usuario, como hemos visto, está distribuida en tres niveles3l. El
primero, la responsabilidad administrativa, conttdtda por una extensa lista de
incumplimientos existentes en la materia de seguridad e higiene laboral, osci-
lantes entre una simple multa y la suspensión de la actividad laboral (sin olvi-
darnos del ya mencionado recargo de prestaciones, excepcional debido a la
subsidiariedad de la responsabilidad ante la Seguridad Social entre las empresas
temporal y usuaria, y con un tratamiento diferente a la sanción administrativa
típica). En segundo lugar una responsabilidad penal, cuya sanción consiste fun-
damentalmente en la privación de libertad complementada con una sanción
económica. Finalmente, una civil contractual32 de tipo indemnizatorio y com-
patible con las anreriores, (incluido el recargo de prestaciones) debiendo dife-
30 CAnnPtÍ LLOBREGAT. El procedimiento administratiao ¡ancionador. Valencia L994. Pág.
,)7.
31 r¡nNÁNoEZ MMÍREZ. op. cit. pás. t47.
32 Estánde acuerdo tanto los civilistas (MIQUEL GONZALEZ. "La responsabilidad coorrac-
tual y extracontractual: distinción y consecuencias". Cuadernos d.e DerecltoJudicial: La responsabi-
lidad ciail. Pá9. 6l) como los laboralistas (MONTOYA en su Derecho del trabajo, pág. 402) enla
rtatwraleza contractual de tal responsabilidad y así lo recoge la Jurisprudencia en diferentes
sentenciascomolas de24demayode 1994y24de junio delgg4,ambasdelasala4.TS).
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renciarse entre los casos efl que el empresario hayaasegutado alttabajadot (como
por ejemplo el incumplimiento de Ia obligación de reconocimiento médico en
las empresas con riesgo de enfermedades profesionales o el requerimiento por
parte de la inspección de trabajo de paralización de la actividad en el centro de
trabajo) y los que no haya aseguramiento, para los casos de incumplimientos
frente a la Seguridad Social, apafte del recargo de prestaciones; son también
categoría aparte los casos de responsabilidad por los incumplimientos de obli-
gaciones en materia de prevención de riesgos laborales33. La empresa temporal,
en los mismos términos, será responsable directa y solidaria respecto a la usua-
ria3a, siempre, por supuesto que la cesión de los trabajadores se haga de acuerdo
con los supuestos de cesión legal de trabajadores. Si la cesión fuera ilegal, aun-
que nada dispone la LPRL, al imperio de lo dispuesto en sus Arts. 43 y 44,
cuando se produzcan supuestos de este tipo la empresa cedente y sucesora res-
ponderán de las consecuencias dañosas derivadas del incumplimiento de las
normas de prevención de riesgos laborales, en tanto que se den las circunstan-
cias establecidas en tales preceptos; y ello porque, como puede apreciarse, allí se
dispone la responsabilidad solidaria de todas ellas respecto de las obligaciones
laborales, dentro de las cuales no cabe duda que deben quedar ubicadas las
indemnizaciones derivadas del incumplimiento empresarial de una de sus obli-
gaciones, tal cual es la de prestar seguridad.
33 tr¡OUNgn TAMBORERO. "La responsabilidad civil empresarial derivada del incumpli-
miento de las previsiones contenidas en la Ley 31191 de prevención de riesgos laboral es" . Actaa-
lidad Laboral. 1996-1. Pá9. 391 y 396.
34 An.16 de la Ley 14h991.
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